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PROYECTO DE LEY NÚMERO 233 DE 2015 
CÁMARA

por la cual se dictan disposiciones en relación con 
el funcionamiento del Consejo Nacional Electoral, se 
conceden facultades extraordinarias al Presidente de 

la República y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de la República de Colombia

DECRETA:
CAPÍTULO I

Organización y estructura del Consejo Nacional 
Electoral

Artículo 1°. Denominación y naturaleza. El Conse-
jo Nacional Electoral (CNE), es un organismo de ori-
gen constitucional, con régimen y naturaleza especial, 
con autonomía administrativa y presupuestal, represen-
tado legalmente por su Presidente.

Artículo 2°. Ordenación de gastos. La facultad de 
ordenar los gastos del Consejo Nacional Electoral co-
rresponde a su Mesa Directiva, facultad que podrá de-
legar en servidores del nivel directivo y serán ejercidas 
teniendo en cuenta el Estatuto Orgánico de Presupuesto 
y el Estatuto General de Contratación de la Administra-
ción Pública y las demás disposiciones legales vigentes 
que regulen la materia.

Artículo 3°. Patrimonio. El patrimonio del CNE es-
tará constituido por:

a) Los aportes del presupuesto nacional y por los 
que reciba a cualquier título de la Nación o de cualquier 
otra entidad estatal;

b) El producido de la enajenación de sus bienes y 
por las donaciones de personas naturales o jurídicas, 
nacionales o extranjeras;

c) Los demás ingresos y bienes que adquiera a cual-
quier título.

Artículo 4°. Sede. La sede del Consejo Nacional 
Electoral será la ciudad de Bogotá.

Artículo 5º. Transferencia de bienes. La Registra-
duría Nacional del Estado Civil, en consenso con el 
Consejo Nacional Electoral, realizará la transferencia 
de los activos, bienes muebles e inmuebles de su pro-
piedad y del Fondo Rotatorio de la Registraduría Na-
cional del Estado Civil que se encuentran en uso y los 
que se requieran para el funcionamiento del Consejo 
Nacional Electoral.

Artículo 6º. Traslados presupuestales. De confor-
midad con el artículo 86 del Estatuto Orgánico de Pre-
supuesto, el Gobierno Nacional realizará los traslados, 
adiciones o ajustes presupuestales necesarios para ga-
rantizar el funcionamiento autónomo del Consejo Na-
cional Electoral.

Artículo 7º. Gastos. La Registraduría Nacional del 
Estado Civil seguirá asumiendo los gastos de funcio-
namiento e inversión del Consejo Nacional Electoral, 
hasta que se garantice la autonomía administrativa y 
presupuestal del Consejo Nacional Electoral.

CAPÍTULO II
Facultades Extraordinarias

Artículo 8º. Facultades extraordinarias. De con-
formidad con lo dispuesto en la Constitución Política, 
artículo 150 numeral 10, revístese al Presidente de la 
República de precisas facultades extraordinarias para 
que, dentro del término de seis (6) meses, contados a 
partir de la promulgación de la presente ley, expida 
normas con fuerza de ley para:

1. Determinar la estructura orgánica y funcional del 
Consejo Nacional Electoral. 

2. Establecer el régimen de administración de per-
sonal del Consejo Nacional Electoral.

3. Crear la planta de personal del Consejo Nacio-

a que haya lugar en la planta de personal de la Regis-
traduría Nacional del Estado Civil, en relación con 
aquellos asignados actualmente al Consejo Nacional 
Electoral. De igual manera, se determinarán la nomen-



Página 2 Lunes, 4 de mayo de 2015 GACETA DEL CONGRESO  256

los niveles operacionales.
Parágrafo. Las facultades aquí solicitadas se ejer-

cerán garantizando:

presentes facultades;

c) La estabilidad laboral de los servidores públicos 
del Consejo Nacional Electoral;

d) La sujeción al marco general de la política 

e) La racionalización de los recursos públicos y su 
disponibilidad, esto es, las limitaciones presupuestales 
para cada organismo o entidad.

CAPÍTULO III
Disposiciones Finales

Artículo 9º. Comisión de seguimiento. Créase una 
comisión de seguimiento para la elaboración de los 
decretos-leyes que se dicten en ejercicio de las faculta-
des extraordinarias conferidas por esta ley, la cual será 
integrada por tres (3) Representantes a la Cámara y dos 
(2) Senadores de la República.

La designación de los miembros de la comisión de 
seguimiento corresponderá a la Mesa Directiva de las 
Comisiones Primeras Constitucionales de Cámara y 
Senado, respectivamente.

Artículo 10. La presente ley no gene-

Artículo 11. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de la fecha de su promulgación.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El Consejo Nacional Electoral es considerado como 

un órgano autónomo e independiente, lo cual está re-
lacionado, de acuerdo con la jurisprudencia de la Cor-
te Constitucional, con la no pertenencia a ninguna de 
las ramas del poder público y con la facultad de dictar 
normas para la organización de su funcionamiento y el 
desarrollo de su misión constitucional1. Estas caracte-
rísticas de los órganos autónomos marcan un “límite de 
acción” a las Ramas del Poder Público frente a estos, 
dentro del principio de la colaboración armónica, con-
sagrado en el artículo 113 de la Constitución Política. 

Ahora bien, la reforma introducida por el Acto Le-
gislativo número 01 de 2009 le otorgó al Consejo Na-
cional Electoral, en términos generales, la facultad de 

1  Sentencia C-401 de 2001. M. P. Álvaro Tafur Galvis. 

documentos electorales concernientes a cualquiera de 
las etapas del proceso administrativo de elección con 
el objeto de que se garantice la verdad de los resul-
tados; revocar la personería jurídica de los partidos y 
movimientos políticos; y decidir la revocatoria de la 
inscripción de candidatos a corporaciones públicas o 
cargos de elección popular, cuando exista plena prueba 
de que aquellos están incursos en causal de inhabilidad 
prevista en la Constitución y la ley2. 

Pero además de lo anterior, el acto legislativo en 
mención reconoció la autonomía presupuestal y admi-
nistrativa al Consejo Nacional Electoral. 

En la exposición de motivos del Acto Legislativo 
número 01 de 20093 y en las ponencias durante las dos 
vueltas del proceso legislativo, se sostuvo respecto a 
las reformas a introducir en la organización electoral 
lo siguiente: 

“Se pretende hacer algunos ajustes a las normas 
que regulan el proceso democrático en lo que tiene que 
ver con los organismos que realizan, ejecutan y contro-
lan el proceso electoral, así como con las personas na-
turales y jurídicas que intervienen como sujetos activos 
en el mismo. Es así como el conjunto de normas que se 
proponen, deben conducir a una mayor participación 
política de los ciudadanos en los procesos democráti-
cos y en los partidos políticos, a través del robusteci-
miento de los mismos y del otorgamiento de garantías 

normas que los rigen, así como de los principios que 
los gobiernan, haciendo extensivos dichos ajustes a to-
dos los sujetos que intervienen en los procesos demo-
cráticos.

Como consecuencia de lo anterior, se plantea ele-
var al rango de norma constitucional los principios de 
transparencia, objetividad, moralidad y democratiza-
ción como deberes de los partidos, directivos y candi-
datos. Así mismo, el deber de presentar y divulgar su 
programa político.

-
nes de los organismos que intervienen en el proceso 
electoral, a efecto de asegurar el cumplimiento de los 
principios aludidos, en los procesos electorales, así 
como en el comportamiento de las personas naturales 
y jurídicas que intervienen en dicho proceso.

En tercer lugar, dando acceso a los ciudadanos a 
los mecanismos que les permitan el ejercicio, con ple-
nas garantías de su participación, tanto al interior de 
los partidos, como en los procesos políticos. Se pre-
tende también que dicho acceso se materialice en con-
diciones de igualdad, otorgándoles para el efecto, los 
mecanismos necesarios para hacer cumplir con tales 
normas.

seguridad jurídica necesaria para el imperio de la de-
mocracia, haciendo para el efecto, más rápidos, efec-
tivos y transparentes, tanto los procedimientos que re-
gulan la materia, como las garantías necesarias, para 
evitar que los partidos, los ciudadanos o las regiones 
queden sin representación política”.

2  Sentencia C-303 de 2010. M. P. Luis Ernesto Vargas Sil-
va.

3  Gaceta del Congreso número 558 del 28 de agosto del 
2008, Gaceta del Congreso número 674 de 2008, del 1° 
de octubre; Gaceta del Congreso número 725 del 21 de 
octubre de 2008, entre otras.
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Y respecto al Consejo Nacional Electoral, sostuvo: 
“En cuanto al Consejo Nacional Electoral, se bus-

ca que continúe como un organismo con funciones ad-
ministrativas de naturaleza electoral, pero que goce de 
autonomía presupuestal y administrativa. En segundo 

en el ejercicio de las funciones de los partidos políti-
cos, sus directivos, candidatos y campañas electorales, 
se propone otorgarle al Consejo Nacional Electoral 
las funciones de regulación, inspección y vigilancia, 
tanto sobre la persona jurídica de los partidos, como 
sobre el ejercicio de su objeto o actividad, así como, 
sobre los directivos, candidatos y campañas electora-
les, para garantizarle al ciudadano el cumplimiento de 
los principios de transparencia y democratización. En 
este contexto se hace necesario el ajuste normativo en 
temas relacionados con la inscripción de candidatu-
ras, los escrutinios y actos de elección, y las funciones 
como ente administrativo autónomo e independiente”. 
(Subrayas fuera del texto).

Es decir, que el Constituyente consciente de la im-
portancia y envergadura de la misión del Consejo Na-
cional Electoral no solo puso en cabeza del ente nuevas 
y estrictas funciones, sino que a su vez previó un régi-
men de autonomía presupuestal y administrativa. 

La autonomía presupuestal está relacionada con la 
facultad que tienen determinadas instituciones para 
ordenar y ejecutar, de manera independiente, los re-
cursos aprobados de la ley de presupuesto, según las 

contratación y ordenación del gasto4. 
Por su parte, la autonomía administrativa tiene que 

ver con el desarrollo de los objetivos misionales5, de 
la organización sin interferencias de otras autoridades 
públicas, así como la posibilidad de resolver los proble-
mas que surgen en desarrollo de sus actividades6. 

Lo anterior pone de presente, y el Gobierno está 
consciente de esto, la trascendental tarea que recae en 
el Consejo Nacional Electoral en torno a la vida de-
mocrática de la Nación, por lo cual a consideración 
del constituyente derivado del año 2009 se le otorga 
la autonomía administrativa y presupuestal para poder 

y nuevas atribuciones especiales, ante lo cual debe de-
cirse que resulta una paradoja que ante tal desafío el 
Consejo si bien cuenta con la independencia constitu-
cional requerida para el desarrollo de sus importantes 
tareas, en la práctica continúe dependiendo de la ges-

lo relacionado con la contratación de personal y servi-
cios generales, entre otros aspectos. 

Asimismo, la ausencia de una planta de personal 
propia, pues en un gran porcentaje se cuenta con fun-
cionarios de la Registraduría que rotan entre una y otra 
organización, no ha permitido la consolidación de un 
cuerpo profesional y técnico que no dependa del vaivén 
de las circunstancias. Por lo que resulta determinante e 
improrrogable que la autonomía administrativa y pre-
supuestal del Consejo Nacional Electoral se materiali-
ce y se consolide su respectiva planta de personal. 

4  Sentencia C-192 de 1997. Alejandro Martínez Caballe-
ro.

5  Sentencia C-315 de 2007. M. P. Jaime Córdoba Triviño.
6  Sentencia C-1051 de 2001. M. P. Jaime Araújo Rentería.

– Acerca de las leyes de facultades extraordinarias 
al Presidente de la República

La Constitución Política, artículo 150 numeral 10, 
permite al Congreso de la República revestir hasta por 
seis meses al Presidente de la República, de precisas 
facultades extraordinarias en casos en los que la nece-
sidad o la conveniencia pública lo demanden. Su apro-
bación requiere mayorías absolutas en ambas Cámaras 
y deberán ser solicitadas por el Gobierno. La Constitu-
ción señala que no podrán conferirse para la expedición 
de Códigos, leyes estatutarias y orgánicas, decretar im-
puestos, ni crear servicios administrativos y técnicos 
de las Cámaras. Asimismo, el Congreso por iniciativa 

leyes expedidos en desarrollo de las facultades. 
La Corte Constitucional, en reiterada jurispruden-

cia7, ha señalado el alcance del numeral 10 del artículo 
150 de la Constitución Política, referido a las facultades 
extraordinarias que el Congreso de la República puede 
otorgar al Presidente de la República, resaltando que es 
una herramienta útil que permite la regulación de temas 
complejos de carácter técnico, y que deben ser claras y 
precisas. En efecto, ha determinado la Corte que la ley 

poder establecer el objeto de la autorización extraordi-
naria, sin que sea detallada o exhaustiva a tal modo que 

De esta manera, la doctrina constitucional ha con-
cretado los requisitos para que se cumpla con la exi-
gencia de precisión así: “i) indicar la materia que deli-
mite, como ámbito sustantivo, el campo de acción del 

Presidente de la República en el ejercicio de las facul-
tades; y iii) enunciar los criterios que han de orientar 
las decisiones de la Rama Ejecutiva, respecto de las 
opciones de diseño de política pública dentro del ám-
bito material general de la habilitación”8.

Teniendo en cuenta lo anterior, el presente proyec-
to de ley cumple con el requisito de precisión que la 
Constitución Política y la jurisprudencia9 exigen para 
evitar que las facultades extraordinarias sean vagas, 

7  C-074 de febrero 25 de 1993 M. P. Ciro Angarita Barón; 
C-119 de marzo 21 de 1996 M. P. Antonio Barrera Car-
bonell; C-050 de febrero 6 de 1997, M. P. Jorge Arango 
Mejía; C-032 de enero 27 de 1999 M. P. Vladimiro Na-
ranjo Mesa; C-503 de mayo 16 de 2001 M. P. Rodrigo 
Escobar Gil; C-895 de agosto 22 de 2001, M. P. Clara 
Inés Vargas Hernández; C-691 de agosto 12 de 2003, M. 
P. Clara Inés Vargas Hernández; C-097 de febrero 11 de 
2003, M. P. Manuel José Cepeda Espinosa; C-1493 de 
noviembre 2 de 2000, M. P. Carlos Gaviria Díaz, entre 
otras. 

8  Sentencia C-572 de 2012. M. P. Nilson Pinilla P. 
9  La Corte ha señalado que el concepto precisión “ -

re no al grado de amplitud de la ley de facultades, sino 
a su nivel de claridad en cuanto a la delimitación de la 

-

tanto en el término de vigencia como en el ámbito ma-
terial de aplicación y establezcan  las funciones que en 
virtud de la investidura legislativa extraordinaria aquel 
puede ejercer, no son imprecisas. Basta con que los lí-
mites en el ejercicio de las facultades sean claros, sin 
importar que las facultades sean generales. Lo que exige 
la Carta es que la ley determine inequívocamente la ma-
teria sobre la cual el Presidente puede legislar, a través 
de facultades que no resulten vagas, ambiguas, impreci-
sas o indeterminadas”. Sentencia C-401 de 2001. M. P. 
Álvaro Tafur Galvis.
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ambiguas o indeterminadas, toda vez que se establece 
que la ley de habilitación es para la determinación de la 
estructura orgánica y la planta de personal del Consejo 
Nacional Electoral y establecer el régimen adminis-
trativo del personal del CNE, señalándose además los 
criterios que deberán atenderse para el ejercicio de las 
atribuciones extraordinarias, criterios entre los cuales 
sobresale la necesidad de la continuidad y estabilidad 
de la planta de personal. 

Ahora bien, el Congreso de la República ya le ha 
concedido facultades extraordinarias al Presidente de 
la República en materia de planta de personal del Con-
sejo Nacional Electoral, en efecto a través de la Ley 
573 de 2000, se revistió al Presidente de la República 
de facultades extraordinarias por 15 días, entre otras 
cosas, para “ -
ría Nacional del Estado Civil y su régimen de funcio-
nes y competencias internas y establecer su planta de 
personal pudiendo crear, suprimir o fusionar empleos; 

-
toral y establecer todas las características que sean 
competencia de la ley referentes a su régimen de per-
sonal; establecer y crear la estructura de la planta de 
personal del Consejo Nacional Electoral y su régimen 
interno de funciones y competencias”. (Artículo 1°, nu-
meral 8). 

Asimismo, el parágrafo del artículo 8° de la citada 
-

ron las facultades extraordinarias, las cuales se acogen 
en el presente proyecto de ley y se incluye además que 

establecer un régimen que garantice la continuidad y 
estabilidad de la planta de personal del Consejo Nacio-
nal Electoral. 

En desarrollo de esta ley, el Presidente de la Repú-
blica expidió el Decreto-ley1012 de 2000, mediante el 
cual determinó la planta de personal de la Registraduría 
Nacional del Estado Civil y, en el artículo 2°, estable-
ció lo propio respecto al Consejo Nacional Electoral. 

Actualmente, la siguiente es la planta de personal 
del Consejo Nacional Electoral:

 $                                10.205.445.609 

 $                                  1.218.015.204 

 $                                  6.174.167.012 

 $       17.597.627.825 

                 Coordinación Salarios y Prestaciones 

RELACIÓN TALENTO HUMANO CONSEJO NACIONAL ELECTORAL 
VIGENCIA 2014

1. PLANTA DEL CONSEJO NACIONAL ELECTORAL - 103 
CARGOS ((9) H. MAGISTRADOS Y (94) CARGOS DE 
2. (23) CARGOS DE LA REGISTRADURÍA NACIONAL DEL 
ESTADO CIVIL COMISIONADOS PARA PRESTAR APOYO 
AL CNE
3. PERSONAL SUPERNUMERARIO CONSEJO NACIONAL 
ELECTORAL

TOTAL 

Fuente: SIIF CDP 814-914- 1714

Conforme a la planta de personal del CNE, la si-
guiente es la relación de cargos de libre nombramien-
to y remoción a cargo de la Corporación (sin tener en 
cuenta el actual apoyo que brinda la RNEC en 23 car-
gos, ni los supernumerarios que prestan apoyo misio-
nal en el 2014):

CONSEJO NACIONAL ELECTORAL
RELACIÓN DE CARGOS DE LIBRE NOM-

BRAMIENTO Y REMOCIÓN 
CARGO CÓDIGO CANTIDAD

MAGISTRADO - 9
ASESOR 102004 10
ASESOR 102003 9
PROFESIONAL ESPE-
CIALIZADO 301005 18

PROFESIONAL UNI-
VERSITARIO 302002 9

PROFESIONAL UNI-
VERSITARIO 302001 9

SECRETARIO EJECU-
TIVO 504009 10

SECRETARIO 514006 1
AUXILIAR ADMINIS-
TRATIVO 512007 9

AUXILIAR ADMINIS-
TRATIVO 512004 9

CONDUCTOR MECÁ-
NICO 531006 10

TOTAL 103

El siguiente es el costo de la planta de personal del 
CNE, reiterando que es sin tener en cuenta el actual 
apoyo brindado por la Registraduría Nacional del Esta-
do Civil, ni de los supernumerarios que se encuentran 
actualmente prestando apoyo misional:

ÓRGANO:

PLANTA DE PERSONAL PRÓXIMA VIGENCIA (Pesos)

DENOMINACIÓN DE CARGOS Grado No
Total

Cargos

1 2 3 25
SERVIDORES PÚBLICOS
NIVEL ASESOR
ASESOR 102003 9 1.295.144.896
ASESOR 102004 10 1.518.178.099
MAGISTRADOS
MAGISTRADOS 101 9 3.270.391.251
NIVEL PROFESIONAL
PROFESIONAL ESPECIALIZADO 301005 18 1.409.006.537
PROFESIONAL UNIVERSITARIO 302001 9 524.320.454
PROFESIONAL UNIVERSITARIO 302002 9 581.261.535
NIVEL ASISTENCIAL
SECRETARIO EJECUTIVO 504009 10 450.209.225
AUXILIAR ADMINISTRATIVO 512004 9 320.251.611
AUXILIAR ADMINISTRATIVO 512007 9 388.357.230
SECRETARIO 514006 1 40.756.797
CONDUCTOR MECANICO 531006 10 407.567.974
TOTAL SERVIDORES PUBLICOS 103 10.205.445.609

MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO
Dirección General del Presupuesto Público Nacional

Formulario 4

Sin embargo, es evidente que esta planta de per-
sonal resulta a todas luces precaria en atención a las 
importantes y variadas atribuciones especiales y fun-
ciones que le tiene previsto el ordenamiento jurídico 
al Consejo Nacional Electoral, por lo que se hace ne-
cesario contar con una moderna estructura jurídica, ad-

En la actualidad, el Consejo Nacional Electoral 
ejerce cinco grandes tipos de funciones: las referidas 
a escrutinio y declaración de elecciones; las de inspec-
ción, vigilancia y control; regulación de la realización 
y divulgación de encuestas de opinión política y de ca-
rácter electoral; las de garante de los procesos electora-

re-
gulación y reglamentación), las cuales están señaladas 
en la Constitución y la ley, así: 



GACETA DEL CONGRESO 256  Lunes, 4 de mayo de 2015 Página 5

Constitución Política, artículo 265: 

“1. Ejercer la suprema inspección, vigilancia y con-
trol de la organización electoral.

2. Dar posesión de su cargo al Registrador Nacio-
nal del Estado Civil.

que se interpongan contra las decisiones de sus dele-
gados sobre escrutinios generales y en tales casos ha-
cer la declaratoria de elección y expedir las credencia-
les correspondientes.

-
tinios y los documentos electorales concernientes a 
cualquiera de las etapas del proceso administrativo de 
elección con el objeto de que se garantice la verdad de 
los resultados.

5. Servir de cuerpo consultivo del Gobierno en ma-
terias de su competencia, presentar proyectos de acto 
legislativo y de ley, y recomendar proyectos de decreto.

6. Velar por el cumplimiento de las normas sobre 
Partidos y Movimientos Políticos y de las disposicio-
nes sobre publicidad y encuestas de opinión política; 
por los derechos de la oposición y de las minorías, y 
por el desarrollo de los procesos electorales en condi-
ciones de plenas garantías.

de las campañas electorales y para asegurar el dere-
cho de participación política de los ciudadanos, esta-
blezca la ley.

8. Efectuar el escrutinio general de toda votación 
nacional, hacer la declaratoria de elección y expedir 
las credenciales a que haya lugar.

9. Reconocer y revocar la Personería Jurídica de 
los partidos y movimientos políticos.

10. Reglamentar la participación de los Partidos y 
Movimientos Políticos en los medios de comunicación 
social del Estado.

11. Colaborar para la realización de consultas de 
los partidos y movimientos para la toma de decisiones 
y la escogencia de sus candidatos.

12. Decidir la revocatoria de la inscripción de can-
didatos a Corporaciones Públicas o cargos de elección 
popular, cuando exista plena prueba de que aquellos 
están incursos en causal de inhabilidad prevista en la 
Constitución y la ley. En ningún caso podrá declarar la 
elección de dichos candidatos.

13. Darse su propio reglamento.

. 

El anterior marco constitucional es desarrollado a 
través de la Ley Estatutaria número 1475 de 201110, 
donde de manera detallada se consagran las funciones 
que el Consejo Nacional debe cumplir, así: 

10  El catálogo de funciones del CNE aquí proporcionado 
no es exhaustivo, solo se circunscribe a la Ley 1475 de 
2011, pues debe también tenerse en cuenta aquellas con-
sagradas en el Código Electoral y la Ley 130 de 1994, 
entre otras. 

1. Llevar el registro único de partidos, movimientos 
y agrupaciones políticas (artículo 3°). 

2. Reglamentar los anticipos y el sistema de reposi-
ción de gastos de las consultas (artículo 5°).

3. Reglamentar la convocatoria y realización de las 
consultas (artículo 6°). 

4. Señalar cada año la fecha de las consultas cuando 
estas no se realicen en la fecha de las otras elecciones 
(artículo 6°).

5. Señalar los montos que deberán restituir los par-
tidos o movimientos cuando haya incumplimiento de 
las consultas o por renuncia de los candidatos. Esto lo 
hará de acuerdo con los informes que presente la Re-
gistraduría.

6. Conocer de las impugnaciones que los delegados 
al Congreso o convención hagan respecto de las de-
signaciones de los partidos, por violación grave de los 
estatutos del partido, dentro de los 15 días siguientes a 
su inscripción (artículo 9°).

-
rectivos cuanto esta no se ha llevado a cabo dentro de 
los diez días de la elección. Incluso podrá hacerla si 
tiene prueba de ello (artículo 9°).

8. Conocer de las impugnaciones de las sanciones 
que se impongan a los directivos de los partidos y mo-
vimientos políticos, esta impugnación deberá interpo-

-
ción de la sanción. (En efecto suspensivo). (Artículo 
11).

9. Suspender proporcionalmente desde la medida de 
-

mientos políticos y los espacios en medios de comuni-
cación social (artículo 12).

10. Adelantar las investigaciones e imponer sancio-
nes a los partidos (artículo 13). 

11. Adoptar la disolución y liquidación de los parti-
dos, decisión que no tiene recurso alguno (artículo 14). 

12. Designar al liquidador del partido cuando la fal-
ta por la que se sanciona a la organización sea cometida 
por el representante del partido. 

13. Elaborar la reglamentación sobre los presupues-
tos de los partidos y su publicidad (artículo 18). 

14. Incrementar anualmente el valor de voto por re-
posición de acuerdo a los estudios que adelante con el 
Ministerio de Hacienda (artículo 22).

15. Conceder a los partidos, movimientos y grupos 
anticipos hasta del 80% de las campañas o consultas, a 
solicitud de aquellos y teniendo en cuenta la disponibi-
lidad presupuestal (artículo 22). 

aquellos casos en los que el candidato, partido o grupo 

todo caso deberá hacerse dentro de los límites. 

17. Autorizar los pagos que las campañas, candida-
tos o partidos deban hacer con posterioridad a las cam-
pañas, a través de condonaciones parciales de créditos 
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no serán tenidos como donaciones desde el punto de 
vista tributario (artículo 23). 

18. Fijar los límites de gastos de las campañas en 
enero de todos los años, previos estudios periódicos 
conjuntos con el Ministerio de Hacienda (artículo 24). 

19. Señalar el monto máximo que cada partido o 
movimiento con personería jurídica puede invertir en 
la campaña a favor de sus candidatos o listas (artículo 
24). 

20. Reglamentar el procedimiento para la presenta-
ción de informes de ingresos y gastos de las campañas 
(artículo 25). 

21. Recibir dentro de los dos meses siguientes a la 
votación los informes de ingresos y gastos de las cam-
pañas (artículo 25). 

22. Una vez establecida la violación de los límites al 
monto de gastos, el Consejo Nacional Electoral presen-
tará ante la autoridad competente la correspondiente 
solicitud de pérdida del cargo (artículo 26).

23. Dentro de los dos (2) días calendario siguientes 

inscripción de listas y candidatos, la Registraduría Na-
cional del Estado Civil y el Consejo Nacional Electoral 
publicarán en un lugar visible de sus dependencias y en 
su página en Internet, la relación de candidatos a car-
gos y corporaciones públicas de elección popular cuyas 
inscripciones fueron aceptadas.

Dentro del mismo término, las remitirá a los orga-

-
nal Electoral, dentro de los tres (3) días hábiles siguien-
tes a su recibo, acerca de la existencia de candidatos 
inhabilitados, en especial las remitirá a la Procuraduría 

base de sanciones e inhabilidades de que trata el artí-
culo 174 del Código Disciplinario Único, publique en 
su página web el listado de candidatos que registren 
inhabilidades (artículo 33). 

24. El Consejo Nacional Electoral deberá asignarles 
gratuitamente a las listas y sus candidatos espacios con 
cobertura en la correspondiente circunscripción, para 
la propaganda electoral de sus candidatos u opciones 
a elegir en circunscripción territorial; previo concepto 
del Ministerio de Tecnologías de la Información y Co-
municaciones y/o de la Comisión Nacional de Televi-
sión o el organismo que haga sus veces (artículo 36). 

25. El Consejo Nacional Electoral, previo concepto 
de la Comisión Nacional de Televisión o el organismo 
que haga sus veces, establecerá el número, duración y 
franjas de emisión de estos espacios, y los asignará a 
sus destinatarios, de conformidad con las reglas esta-
blecidas en el artículo 36.

26. El Consejo Nacional Electoral señalará el núme-
ro y duración de emisiones en radio y televisión, el nú-
mero y tamaño de avisos en publicaciones escritas y de 
vallas, que pueden tener en cada campaña los partidos, 

hayan inscrito candidatos.

27. El Consejo Nacional Electoral tendrá dos miem-
bros en la Comisión Asesora, que la ley 1475 de 2011 

crea para la implementación de tecnologías de la infor-
mación en el proceso electoral (artículo 40). 

28. Ante el Consejo Nacional Electoral los parti-
-

nos acreditarán testigos electorales por cada mesa de 
votación y por cada uno de los órganos escrutadores 
(artículo 45). 

En virtud de lo preceptuado en la Constitución y en 
las leyes estatutarias, el CNE tiene asignado el cumpli-
miento de múltiples funciones de orden administrativo 
sancionatorio, de inspección y vigilancia que pueden 
ser redistribuidas a otros servidores de la entidad. De 
igual manera, es necesario actualizar el cumplimiento 
de algunas funciones y la asignación de nuevos retos 
funcionales que deben compaginarse con la estructu-
ra orgánica de la entidad. En efecto, la aprobación de 
la Ley 1475 de 2011, impuso una serie de desafíos al 
Estado colombiano, muchos de ellos dirigidos a garan-
tizar la transparencia del proceso electoral y de la cus-
todia de la democracia.

El Ministerio del Interior considera que el Conse-
jo Nacional Electoral tiene que estar a la altura insti-
tucional para no ser inferior a las funciones y nuevas 
facultades otorgadas por la Ley Estatutaria de 2011, 
en medio de semejante desafío se requiere con urgen-
cia la autonomía e independencia de la Corporación, 
más aun cuando nos acercamos a una etapa de poscon-

futuro se encargará de dar efectividad a los principios 
democráticos dentro de un Estado Social de Derecho, 
capacitar para la práctica de la democracia, fomentar 
la paz y promover la solidaridad, la justicia social y el 
desarrollo sostenible. Para ello, deberá formular y eje-
cutar procesos de investigación administrativa sancio-
natoria, inspección, vigilancia, control, análisis sobre 
participación política, organización electoral, temas de 
la realidad nacional, así como procesos de formación 
para actores sociales y políticos, que permita construir 
una sociedad inspirada en valores y principios demo-
cráticos.

Por lo anterior, debe decirse que si bien en el pasado 
fueron concedidas facultades extraordinarias al Presi-

personal del Consejo Nacional, como se llevó a cabo 
mediante el Decreto-ley 1012 de 2000, es necesario 
poner a tono su estructura con la autonomía adminis-
trativa y presupuestal (artículo 265) y los desafíos con-
tenidos en el Acto Legislativo número 01 de 2009, así 
como las funciones y atribuciones consagradas en la 
Ley Estatutaria número 1475 de 2011.

En este sentido, la Corte ha señalado11 que en aten-
ción a que al Congreso de la República le compete, por 
disposición de la propia Constitución, la función de de-
terminación, creación, fusión o supresión de empleos, 
incluyendo de los órganos autónomos, puede otorgarle 
al Presidente de la República precisas facultades para 
que, de manera transitoria, ejerza estas funciones den-
tro de los parámetros de la Constitución Política, ar 
tículo 150 numeral 10.

Al respecto ha observado la Corte Constitucional: 

11  Sentencia C-401 de 2001. M. P. Álvaro Tafur Galvis. 
Ver también las Sentencias C-078 de 1999. M. P. Eduar-
do Cifuentes Muñoz y C-527 de 1994. M. P. Alejandro 
Martínez Caballero. 
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“Así las cosas, en la medida en que las reglas rela-
tivas a la creación, fusión o supresión de entidades de 
la administración nacional (artículo 150-7, en concor-
dancia con el artículo 189-15-) no están excluidas ex-
plícitamente en el texto del artículo 150-10, habría de 
concluirse que bien puede el legislador, con observan-
cia de los requisitos allí mismo establecidos, transferir 
transitoriamente al Presidente la República el ejercicio 
de la competencia legislativa pertinente”12.

Además y para el caso concreto de la Organización 
Electoral, la Corte sostuvo13 que, de acuerdo con Cons-
titución Política, le corresponde al legislador determi-
nar la estructura de los órganos de origen constitucio-
nal y su planta de personal, la creación, supresión y 
fusión de los empleos que la conforman, concluyendo 
que “constitucionalmente no hay obstáculo para que 
en el ámbito de las facultades extraordinarias se habi-
lite al Presidente de la República para determinar la 
planta de personal y la estructura correspondiente en 
la Registraduría Nacional del Estado Civil, el Consejo 
Electoral y el Fondo de la Registraduría”.

Asimismo, la jurisprudencia de la Corte Constitu-
-

temporal del titular legítimo para expedir leyes lo cual 
debe darse en casos excepcionales. 

En este sentido puntualizó la Corte: 

“La Constitución faculta al Congreso para revestir 
de precisas facultades extraordinarias al Presidente, 
para expedir normas con fuerza de ley cuando la nece-
sidad lo exija o la conveniencia pública lo aconseje. Es 
obvio que el Gobierno al solicitar las facultades debe, 

-
mente las razones que determinan su petición y que al 
Congreso dentro de la libertad política y la facultad 
discrecional de que es titular como conformador de la 
norma jurídica le corresponde sopesar y valorar di-
cha necesidad y conveniencia, más aún, cuando delega 
transitoriamente atribuciones que le son propias. Por 
lo tanto, debe presumirse que si otorgó las facultades 

que aquel obró caprichosamente, a su arbitrio y sin 
fundamento real alguno”14.

Debido, entonces, a que el tema objeto de regulación 
es técnico y complejo y, por tanto, requiere de conoci-
mientos especializados, el sometimiento del mismo al 
trámite legislativo lo haría dispendioso y extenso, lo 
cual conllevaría un desgaste innecesario a las Cámaras 
Legislativas, cuando el desarrollo de estas facultades 
son necesarias y urgentes por la naturaleza de la misión 
que le ha sido conferida al Consejo Nacional Electoral 
(CNE). 

Además de lo anterior, el Gobierno nacional cuen-
ta con conocimientos especializados en lo relacionado 
con la estructuración de entidades y de su respectiva 

-

12  Sentencia C-401 de 2001. M. P. Álvaro Tafur Galvis. 
13  Ibíd.
14  Sentencia C-119 de 1996. M. P. Antonio Barrera Carbo-

nell.

proceso. 

Se debe tener en cuenta que el Presidente debe es-
tablecer la cadena de valor de los procesos y proce-
dimientos que se requieren para la buena marcha del 
CNE, adicional a lo anterior, se deben levantar cargas 
laborales realizando para el efecto un ejercicio previo 

única para la Corporación. Adicional a lo anterior, el 
señor Presidente deberá realizar un estudio con las di-
rectivas exigidas para el efecto por el Departamento 
Administrativo de la Función Pública (DAFP), en su 
guía de modernización de entidades públicas, expedida 
en diciembre de 2012 y la nueva cartilla emanada en el 
año 2015. 

Por último, debe aclararse que la determinación de 
una planta de personal propia para el Consejo Nacional 
Electoral no implica ninguna erogación extra para el 
presupuesto de la Nación, toda vez que dicho rubro en 
la actualidad se invierte en personal supernumerario, 
siendo necesario entonces que de manera urgente se 
determine la estructura orgánica de la institución y su 
planta, la cual deberá contar con solvencia técnica para 
encarar las atribuciones constitucionales ya menciona-
das y aquellas referidas a la preparación de procesos 
de trashumancia electoral, el cruce de información, la 
planeación de la actividad electoral, la evaluación de 

capacitación de las comisiones escrutadoras, todo lo 
anterior con miras a desarrollar la tarea de ejercer la su-
prema inspección, vigilancia y control de la Organiza-
ción Electoral, la cual no es viable si el funcionamiento 
y organización de la institución continúa dependiendo 
de la Registraduría. Por lo tanto, considera el Gobier-
no que la necesidad de otorgamiento de facultades 

CÁMARA DE REPRESENTANTES 

SECRETARÍA GENERAL

El día 30 de abril del año 2015 ha sido presentado 
en este Despacho el Proyecto de ley número 233 con 
su correspondiente exposición de motivos, por MinIn-
terior, doctor Juan Fernando Cristo; Presidente CNE, 
doctor Emiliano Rivera; Vicepresidente CNE, Felipe 
García.

El Secretario General,

Jorge Humberto Mantilla Serrano.
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PONENCIAS

FMI2 acerca de cuál debe ser la participación de los 
órganos legislativos en los procesos de elaboración y 
aprobación de los presupuestos.

La lucha por la participación parlamentaria en las 
-

mentos claves en la evolución y consolidación de los 
gobiernos democráticos modernos. Como el presu-
puesto es la herramienta de política económica de los 
gobiernos por excelencia y constituye su más compren-
siva declaración de prioridades, se esperaría que los po-

-
losamente custodiados por las legislaturas nacionales.

Año tras año, los legisladores de todo el mundo 
debaten el presupuesto anual y autorizan al gobierno 
a incrementar los ingresos y llevar a cabo los gastos, 

-
lización superior, los cuales emiten unos informes que 
luego son examinados por el propio órgano legislativo. 
Sin embargo, siempre está presente la pregunta sobre el 
alcance de su participación en el proceso presupuestal.

La posibilidad de dar una mayor participación al 
legislador en esta materia suele ser vista con escepti-
cismo, en la medida en que se piensa que los congresis-
tas electos atienden primordialmente el interés de sus 

atender el interés nacional por lograr y mantener una 

de restricciones formales al poder de la legislatura para 
introducir cambios.

Sin embargo, otros elementos contrarrestan y jus-

durante el proceso presupuestal: el principio demo-
crático que le asigna al órgano legislativo el deber de 
asegurarse que los ingresos y los gatos autorizados al 

-
dan a las necesidades de la población y sean apropiada-
mente ejecutados.

En segundo lugar, el papel de contrapeso que el 

asegurar la gobernabilidad presupuestal a mediano y 
a largo plazo; es ingenuo pensar que el legislador es 

como Colombia, en los cuales la rendición de cuentas 

un claro origen en el ejecutivo, como lo demuestra la 
-

En tercer lugar, la ampliación de la participación 
parlamentaria en la discusión del presupuesto contri-
buye a que haya mayor transparencia y facilita alcan-
zar acuerdos y consensos, pues siempre las demandas 
por fondos superarán los recursos disponibles. Es más 
democrático que la asignación y priorización la haga 
el Congreso a que la decisión la tome un funcionario 
designado del ejecutivo que carece de legitimidad de-
mocrática.

2  LIENERT, Ian. La Función de la Legislatura en los Pro-
cesos Parlamentarios. FMI. Departamento de Finanzas 
Públicas. 2010.

INFORME DE PONENCIA PARA 
SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE 

ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 198 DE 2015 
CÁMARA

Constitución Política.

Bogotá, D. C., abril 29 de 2015

Honorable Representante

FABIO AMÍN SALEME

Presidente

Cámara de Representantes

Ciudad

Referencia: Informe de ponencia para segundo 
debate del Proyecto de Acto Legislativo número 198 
de 2015 Cámara, 
351 de la Constitución Política.

Señor Presidente:

De conformidad a la designación realizada por la 
Mesa Directiva de la Comisión Primera de la Honora-
ble Cámara de Representantes, nos permitimos rendir 
ponencia favorable para segundo debate, al Proyecto 
de Acto Legislativo número 198 de 2015 Cámara, 
or el c al se od ca el art c lo  de la Const t -

c n ol t ca

El proyecto es de iniciativa congresual y cumple 
con el requisito constitucional de haber sido radica-
do por no menos de 10 congresistas, en la medida en 
que su presentación fue efectuada como de autoría de 
33 Representantes a la Cámara y 10 Senadores de la 
República. Adicionalmente, el proyecto fue radicado 
el 28 de enero de 2015 y publicado en la Gaceta del 
Congreso número 26 de febrero de 2015, repartido a 
la Comisión Primera de la Cámara de Representantes, 
que a su vez designó como ponentes a los honorables 
Representantes Óscar Fernando Bravo Realpe, Élbert 
Díaz Lozano, Miguel Ángel Pinto Hernández, Rodrigo 
Lara Restrepo, Samuel Alejandro Hoyos Mejía, Angé-
lica Lisbeth Lozano Correa, Fernando de la Peña Már-
quez y Carlos Germán Navas Talero.

El Proyecto de Acto Legislativo número 198 de 
2015 Cámara fue discutido y aprobado por unani-
midad el 29 de abril de 2015 por la Comisión Prime-
ra de la Cámara de Representantes.

Como lo señala su exposición de motivos, el pre-
sente proyecto de acto legislativo busca solucionar un 

colombiano, generado desde la reforma constitucio-
nal a la anterior Carta Política del año 1968, cuando 
se cercenó la iniciativa congresual en materia de gasto 
público.

La fundamentación teórica de la reforma propuesta 
se encuentra en documentos del Banco Mundial1 y del 

1 -
ing the Contribution of Legislatures to the Budget Cycle. 
Series on Contemporary Issues in Parliamentary Devel-
opment. World Bank Institute. 2004.
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Por todo lo anterior, lo que se propone es que una 
vez que en el debate en las comisiones se ha realizado 
el aforo del presupuesto, es decir, se ha determinado 
el monto máximo del gasto, en las discusiones en las 
plenarias los congresistas, en función del interés legí-
timo de los sectores que representan, puedan, siempre 
que ese tope no sea superado, realizar traslados entre 
partidas, sin que para ello se requiera del aval guber-
namental.

Esta habilitación representa una reivindicación de 
la iniciativa del gasto por parte del Congreso, sin que 
ella entrañe una afectación de las reglas sobre discipli-

posibilidad del incremento del tope del gasto que ya 
fue aprobado, y sin que los traslados entre partidas, o 
la creación o eliminación correlativas para no exceder 
el límite, impliquen eliminar o reducir las partidas que 
se necesitan para el servicio de la deuda pública, las 
demás obligaciones contractuales del Estado, la aten-
ción completa de los servicios ordinarios de la admi-
nistración y las inversiones autorizadas en los planes y 

Vale decir, el Congreso queda habilitado para tener 
iniciativa sobre el gasto en aquellas materias sobre las 

Ahora que el Gobierno nacional promociona en 
todo los foros y medios su interés en que el país sea ad-
mitido como miembro de la OCDE, conviene recordar 
que los países que hacen parte de esta Organización, 
en lugar de que a los congresistas se les exija el aval 

las partidas, aumentando o creando unas y reduciendo 
o eliminando en forma correlativa otras, de manera que 
no se exceda el presupuesto aforado, es el legislativo 
quien impone límites al ejecutivo para poder hacer ese 

presupuesto. 

Así, independientemente de si el parlamento aprue-
ba las apropiaciones presupuestarias para cada ministe-
rio/agencia, programa, categoría económica, etc., este 
puede exigir que el poder ejecutivo obtenga aprobación 

mayoría de las partidas presupuestarias, pero delegan-
do al Ministerio de Hacienda algunas facultades para 
decidir en qué medida el gasto ministerial puede cam-
biar dentro del detalle de las partidas del presupuesto, 
o 3. Solo algunas apropiaciones presupuestarias relati-
vamente grandes. 

En 30 países de la OCDE, 6 no pueden incremen-
tar los gastos discrecionales; en otros 6 no hay restric-
ciones para incrementar dichos gastos (OCDE, 2007). 
De los 18 países restantes, normalmente se requiere la 
aprobación previa de la legislatura antes de aumentar 
esos gastos, aunque en algunos países la aprobación 
parlamentaria para el intercambio de recursos entre 
partidas presupuestarias tiene lugar ex post.

En alrededor de la mitad de los 30 países de la 
OCDE, el parlamento tiene facultades legales ilimita-

-

presupuesto impulsadas por el Poder Legislativo. 

Asimismo, aunque en algunos países con gobier-
nos de coalición el parlamento tiene la autoridad legal 

un parlamento posiblemente no sea capaz de ejercer tal 
poder, debido a posibles acuerdos de coalición entre los 
partidos políticos que integran el gobierno (que suelen 
tener la mayoría parlamentaria). 

Estos acuerdos actúan como una poderosa restric-
ción durante el período en que el gobierno está en el 
poder. Esta limitación es importante en varios países 
europeos con gobiernos multipartidarios, entre ellos 
Alemania, Finlandia y los Países Bajos.

Sí, como lo señala la OCDE, las preferencias nacio-
nales dictarán en qué grado los legisladores elegidos 
democráticamente se verán limitados para tomar deci-
siones de gasto que puedan perjudicar la sostenibilidad 

-
puesto por el Poder Ejecutivo otorga a la legislatura la 
capacidad de incrementar el gasto total siempre que, 
como contrapartida, también aumente la recaudación, 

el gasto total ni la recaudación, los legisladores puedan 
autónomamente decidir sobre traslados entre partidas, 
incluyendo la creación/eliminación de algunas de ellas, 

-
ble.

En algunos países es posible incrementar los gastos 
siempre que la legislatura también eleve los ingresos 

total no puede incrementarse más allá de lo propuesto 
por el Poder Ejecutivo: la legislatura solo puede rea-
signar recursos entre las distintas líneas de gasto. Este 

-

América Latina (por ejemplo, Chile) y es la fórmula 
que se propone para el caso colombiano.

Proposición:

De acuerdo con las consideraciones que anteceden, 
proponemos a la Honorable Plenaria de la Cámara de 
Representantes dar Segundo Debate al Proyecto de 
Acto Legislativo número 198 de 2015 Cámara, por el 

-
lítica, con el mismo texto radicado por sus autores, el 
cual se reproduce a continuación:

PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
NÚMERO 198 DE 2015 CÁMARA DE 

REPRESENTANTES

Constitución Política.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1º. El artículo 351 de la Constitución 
Política quedará así: 

“Artículo 351. El Congreso no podrá aumentar nin-
guna de las partidas del presupuesto de gastos propues-
tas por el Gobierno, ni incluir una nueva, sino con la 
aceptación escrita del ministro del ramo. 

de gastos decidido por las Comisiones Conjuntas, las 
-

nes o traslados de las partidas para los gastos incluidos 
en el proyecto de presupuesto o incluir nuevas partidas. 
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En este último caso se dará aplicación a lo dispuesto en 
el inciso siguiente. 

El Congreso podrá eliminar o reducir partidas de 
gastos propuestas por el Gobierno, con excepción de 
las que se necesitan para el servicio de la deuda públi-
ca, las demás obligaciones contractuales del Estado, la 
atención completa de los servicios ordinarios de la ad-
ministración y las inversiones autorizadas en los planes 

Si se elevare el cálculo de las rentas, o si se elimina-
ren o disminuyeren algunas de las partidas del proyec-
to respectivo, las sumas así disponibles, sin exceder su 
cuantía, podrán aplicarse a otras inversiones o gastos 

del artículo 349 de la Constitución”.

Artículo 2º. El presente acto legislativo rige desde 
su publicación.

De los señores Representantes,

TEXTO APROBADO EN COMISIÓN 
PRIMERA DE LA HONORABLE CÁMARA 

DE REPRESENTANTES AL PROYECTO DE 
ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 198 DE 2015 

CÁMARA

ículo 351 de la  
Constitución Política.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1º. El artículo 351 de la Constitución 
Política quedará así: 

“Artículo  351. El Congreso no podrá aumentar 
ninguna de las partidas del presupuesto de gastos pro-
puestas por el Gobierno, ni incluir una nueva, sino con 
la aceptación escrita del Ministro del ramo. 

-
to de gastos decidido por las comisiones conjuntas, las 

-
nes o traslados de las partidas para los gastos incluidos 
en el proyecto de presupuesto o incluir nuevas partidas. 
En este último caso se dará aplicación a lo dispuesto en 
el inciso siguiente. 

El Congreso podrá eliminar o reducir partidas de 
gastos propuestas por el Gobierno, con excepción de 
las que se necesitan para el servicio de la deuda públi-
ca, las demás obligaciones contractuales del Estado, la 
atención completa de los servicios ordinarios de la ad-
ministración y las inversiones autorizadas en los planes 

Si se elevare el cálculo de las rentas, o si se elimina-
ren o disminuyeren algunas de las partidas del proyec-
to respectivo, las sumas así disponibles, sin exceder su 
cuantía, podrán aplicarse a otras inversiones o gastos 

del artículo 349 de la Constitución”.

Artículo 2º. El presente acto legislativo rige desde 
su publicación.

En los anteriores términos fue aprobado el presente 
Proyecto de Acto Legislativo número  198 de 2015 Cá-

consta en el Acta número 44. Así mismo fue anunciado 
entre otras fechas, el día 22 de abril de 2015 según Acta 
número 43 de esa misma fecha.
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INFORMES DE TEXTO REHECHO

la revisión anticipada sobre la constitucionalidad del 
proyecto”1.

En ese orden de ideas la respectiva sentencia de re-
visión de la Honorable Corte Constitucional se señala-
ron los artículos que según su criterio eran ajustados a 
las disposiciones constitucionales, así como las expre-
siones que dentro del articulado no lo eran, a continua-
ción se resumen las disposiciones más relevantes de la 
mencionada sentencia:

• (Primero) Declarar exequible el Proyecto de Ley 
Estatutaria número 65 de 2012 Senado, número 227 
de 2013 Cámara, por haber sido expedido conforme al 
procedimiento constitucional.

• (Quinto) Declarar inexequibles las expresiones 
“ante funcionario competente” del inciso 1° y “o ante 
el servidor público competente” del parágrafo 3º del 
artículo 15 del Proyecto de Ley Estatutaria revisado y 
exequible el resto de la disposición, bajo el entendido 
que la exigencia de que las peticiones sean presentadas 
por escrito, deberá ser motivada por la autoridad co-
rrespondiente mediante acto administrativo de carácter 
general.

• (Décimo) Declarar exequible el artículo 31, salvo 
la expresión “gravísima” que se declara inexequible.

• (Duodécimo) Por Secretaría General remítase el 
expediente legislativo y copia de esta sentencia al señor 
Presidente del Senado de la República, para que se dé 
cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 33 del De-
creto número 2067 de 1991.

En cuanto a la declaratoria de inexequibilidad de las 
expresiones antes mencionadas del artículo 5º, “ante el 
funcionario competente”, “o ante servidor público com-
petente”, indicó la Corte Constitucional que se trata de 
una limitación al goce efectivo del derecho de petición, 
es decir que limita el acceso que tienen los ciudadanos 
a las autoridades a través de esta modalidad de petición 
toda vez que se le estaría imponiendo una carga injusti-

-
cionario al que corresponda la petición puesto que esto 
termina exigiendo un conocimiento técnico en materia 
de competencias que sobrepasa el conocimiento previo 
de quien aspira a ejercer su derecho constitucional2.

La expresión “gravísima” contenida en el artículo 
31 del texto aprobado por el Congreso de la República, 
concluye la Corte que la desatención al derecho de pe-
tición o a no resolverlas puede enmarcarse dentro del 
grupo de faltas gravísimas contenida en la parte prime-
ra de la Ley 1437 de 20113. Considera la Corte Cons-

1  Sentencia C-540 de 2012.
2  Sentencia C-951 de 2014 “(... “Además resulta una car-

ga adicional para el peticionario que no cuenta con el 
conocimiento especializado respecto de las competen-
cias, el cual no se requiere para formular una petición, 
por cuanto en caso de que la autoridad no sea compe-
tente, puede remitirla a la que lo sea, para darle el trá-
mite pertinente”).

3  Ley 1437 de 2011 PARTE PRIMERA: Artículo 31 “La 
falta de atención a las peticiones y a los términos para 
resolver la contravención a las prohibiciones y el desco-
nocimiento de los derechos de las personas de que trata 
esta parte primera del Código; constituirán falta gravísi-
ma para el Servidor Público y darán lugar a las sanciones 
correspondiente de acuerdo con la Ley Disciplinaria”. – 
Declarado inexequible con efectos diferidos.

INFORME TEXTO REHECHO AL 
PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NÚMERO 

65 DE 2012 SENADO, NÚMERO 227 DE 2013 
CÁMARA

por medio de la cual se regula el derecho funda-
mental de petición y se sustituye un título del Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo.
Bogotá, D. C., 9 de abril de 2015
Doctor
JOSÉ DAVID NAME CARDOZO
Presidente
Senado de la República
Ciudad
Referencia: Informe texto rehecho Proyecto de 

Ley Estatutaria número 65 de 2012 Senado, número 
227 de 2013 Cámara, por medio de la cual se regula 
el derecho fundamental de petición y se sustituye un 
título del Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo.

Atendiendo la designación que me hiciera la Mesa 
Directiva, procedo a rendir informe del texto rehecho 
en términos concordantes con la Sentencia C-951 de 
2014, con ocasión del estudio de constitucionalidad del 
Proyecto de Ley Estatutaria número 65 de 2012 Se-
nado, número 227 de 2013 Cámara, por medio de la 
cual se regula el derecho fundamental de petición y se 
sustituye un título del Código de Procedimiento Admi-
nistrativo y de lo Contencioso Administrativo el cual 
fue declarado parcialmente inexequible por la Corte 
Constitucional.

La revisión previa de constitucionalidad, en tratán-
dose de Leyes Estatutarias, comprende un estudio pre-

“Dentro del sistema normativo colombiano se reco-
nocen por su jerarquía y especialidad a las leyes esta-
tutarias, supeditadas en su aprobación y examen cons-
titucional a particulares y exigentes requisitos, pues a 
través de este tipo de leyes se regulan los derechos y 
deberes fundamentales al igual que los procedimientos 
y recursos para su protección, siendo requerido para 

absoluta de los miembros del Congreso y efectuarse 
dentro de una sola legislatura. Las características del 
examen que realiza la Corte son las siguientes: (i) es 
jurisdiccional al estarle vedado estudiar la convenien-
cia u oportunidad del proyecto de ley toda vez que sus 
fallos son en derecho; (ii) es automático al no requerir 
para su inicio la presentación de una demanda de in-
constitucionalidad; (iii) es integral al tener que exa-
minar el proyecto de ley en su contenido formal y ma-
terial, además de confrontarlo con la totalidad de las 

debe decidir concluyentemente sobre el proyecto de ley, 
haciendo tránsito a cosa juzgada constitucional; (v) es 
participativo en la medida en que cualquier ciudadano 
podrá intervenir en el asunto para defender o impug-
nar el proyecto de ley; y (vi) es previo al comprender 
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titucional que: “la connotación como gravísima de esta 
falta quebranta el derecho a la igualdad (artículo 13 C. 
P.) del cual se desprende el principio de proporcionali-
dad entre la conducta y la sanción a imponer.

Finalmente, cumpliendo por lo dispuesto por la Ho-
norable Corte Constitucional, se aplicó lo dispuesto en 
el artículo 33 del Decreto número 2067 de 1991 y se 
procedió a oír al Ministro del Ramo, doctor Yesid Reyes 
Alvarado, manifestó su asentimiento frente a las expre-
siones declaradas inexequibles, consideró la necesidad 
de ser retiradas del ordenamiento jurídico y respecto 
de aquellas declaradas condicionalmente exequibles, 
igualmente las considera ajustadas y en consecuencia 
reiteró la necesidad de interpretarlas de conformidad 
con el fallo de la Corte Constitucional.

En mi condición de miembro de la Comisión Acci-
dental encargada de Rehacer e integrar las disposicio-
nes afectadas en términos concordantes con la Senten-

cia C-951 de 2014, y como quiera que ese Alto Tribunal 
-

deró ajustadas las observaciones y los condicionamien-
tos hechos por la Corte Constitucional, en el marco del 
estudio integral que exige este tipo de leyes dentro del 
Control Previo de Constitucionalidad, me permito ma-
nifestarle a los Miembros de la Corporación acoger en 
su totalidad el texto rehecho tal como fue presentado 
por la Corte Constitucional.

Cordialmente,

Anexo: Lo anunciado

TEXTOS DEFINITIVOS DE PLENARIA

TEXTO DEFINITIVO PARA SEGUNDO 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

032 DE 2014 CÁMARA
por medio de la cual se declara Patrimonio Inma-

terial, Cultural, Artístico y Folclórico de la Nación, el 

de la Feria de Cali, y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. Declárese Patrimonio Inma-

terial, Cultural, Artístico y Folclórico de la Nación, el 

de la Feria de Cali. 
Artículo 2°. La República de Colombia, exalta a las 

Escuelas que participan activamente con sus espectá-

del marco de la Feria de Cali. 
Artículo 3°. La salsa quedará incluida dentro de las 

acciones culturales que contarán con el apoyo del Go-
bierno Nacional. 

Artículo 4°. -
to inaugural de la Feria de Cali, contará con espacios 
amplios y confortables para las personas con discapa-
cidad. 

Artículo 5°. Se incrementará y garantizará la pre-

el Salsódromo para garantizar mayor protección a los 
asistentes e invitados. 

Artículo 6°. La Nación, a través del Ministerio de 
Cultura, contribuirá al desarrollo, perpetuación, publi-
cidad, programas, alocuciones por canales de televisión 
y medios de comunicaciones locales y nacionales, para 

Artículo 7°.  A partir 
de la sanción de la presente ley y conforme a lo estable-
cido en los artículos 288, 334, 341 y 345 de la Consti-
tución Política, las competencias establecidas en la Ley 

715 de 2001 y sus decretos reglamentarios, la Ley 819 
de 2003, se autoriza al Gobierno nacional para que in-
corpore dentro del Presupuesto General de la Nación 

-
ciación y del Programa Nacional de Concertación Cul-
tural, las apropiaciones necesarias para el Salsódromo 
que se realiza dentro del marco de la Feria de Cali, al 

Escuelas de Salsa de Santiago de Cali en concordancia 
con la Administración Municipal. 

Artículo 8°. Bailódromo. Créese “El Bailódromo”, 
como escenario físico y espacio para estimular la prác-
tica y desarrollo del baile en sus diversas manifestacio-
nes a través de academias y escuelas. 

Parágrafo. Facúltese al Gobierno nacional para 
que efectúe las asignaciones presupuestales pertinentes 
para la construcción del Bailódromo en la ciudad de 
Cali. 

Artículo 9°. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de la fecha de su sanción y promulgación y deroga toda 
disposición que le sea contraria.

 
SECRETARÍA GENERAL

Bogotá, D. C., abril 23 de 2015 
En Sesión Plenaria del día 22 de abril de 2015, fue 

-

Cámara, por medio de la cual se declara Patrimonio 
Inmaterial, Cultural, Artístico y Folclórico de la Na-

marco de la Feria de Cali, y se dictan otras disposi-
ciones.
siga su curso legal y reglamentario y de esta manera dar 
cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 de 
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la Ley 5ª de 1992. Lo anterior, según consta en el Acta 
de Sesión Plenaria número 056 de abril 22 de 2015 con 
anuncio en Sesión del día 21 de abril de 2015 Acta nú-
mero 055.

TEXTO DEFINITIVO PARA SEGUNDO 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

093 DE 2013 CÁMARA

2001.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 2° de la Ley 
648 de 2001, el cual quedará así: 

Artículo 2°. El valor correspondiente al recaudo 
por concepto de lo establecido en el artículo 1° de la 
presente ley, se distribuirá a partir del primero (1°) de 
enero de 2016 de la siguiente manera: 

1. El veinte por ciento (20%) para atender el pasi-
vo prestacional por concepto de pensiones, cesantías y 
los gastos a cargo de la Universidad Distrital Francisco 
José de Caldas.

2. El ochenta por ciento (80%) se distribuirá por 
partes iguales entre la Universidad Distrital Francisco 
José de Caldas y la Universidad Nacional de Colombia 
-Sede Bogotá. 

Parágrafo 1°. Los recursos obtenidos para la Uni-
versidad Distrital Francisco José de Caldas se destina-
rán para la inversión en el plan de desarrollo físico; do-
tación y compra de equipos necesarios que conduzcan 
a ampliar la cobertura, mejorar la calidad de la educa-
ción y desarrollar institucionalmente a la Universidad; 
mantenimiento y ampliación de la planta física de los 
equipos de laboratorios y suministros de materiales; 
promover el Fondo de Desarrollo de la Investigación 

-
dos, bibliotecas, centros de documentación y de la red 
de datos; la conservación, recuperación y el manteni-
miento del espacio público de la Universidad; sistema 
de gestión documental; y proyectos de cultura, deporte 
y bienestar institucional. 

Parágrafo 2°. Para la Universidad Nacional de Co-
lombia - Sede Bogotá, los recursos obtenidos se desti-
narán prioritariamente en la inversión para el reforza-
miento estructural, la restauración, modernización y el 

Nación bienes de interés cultural del orden nacional, 
en la Sede Bogotá; la recuperación y el mantenimiento 
de los bienes inmuebles de la planta física al interior 
de la Ciudadela Universitaria y del espacio público en 
este campus; mejoramiento y construcción de escena-
rios deportivos; nuevas construcciones y adquisición 
de tecnologías para aulas; laboratorios; institutos de 

investigación e instalaciones para la cultura y el bien-
estar estudiantil, contempladas en los planes de moder-
nización y conservación de la infraestructura física y 
tecnológica de la Sede de Bogotá. 

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 3° de la Ley 
648 de 2001, el cual quedará así:

Artículo 3°. Se autoriza la emisión de la Estampilla 
por un término para su recaudo de treinta (30) años que 
van hasta el 31 de diciembre del año 2045. 

Parágrafo. Una vez la Universidad Distrital Fran-
cisco José de Caldas recaude los recursos que le permi-
tan garantizar su concurrencia en el pasivo pensional y 
sus obligaciones de cesantías, el recaudo por concepto 
de esta Estampilla se distribuirá por partes iguales entre 
la Universidad Distrital Francisco José de Caldas y la 
Universidad Nacional de Colombia - Sede Bogotá. 

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 9° de la Ley 
648 de 2001, el cual quedará así: 

Artículo 9°. Dentro de los hechos y actividades 
económicas sobre los cuales se obliga el uso de la Es-
tampilla, el Concejo Distrital de Bogotá, podrá también 
incluir lo relativo a la producción, comercialización y 
consumo de licores y aperitivos, así como los juegos 
de azar. 

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de la fecha 
de su promulgación. 

SECRETARÍA GENERAL

Bogotá, D. C., abril 23 de 2015 

En Sesiones Plenarias de los días 21 y 22 de abril 
de 2015, fue aprobado en segundo debate el texto de-

093 de 2013 Cámara, 
la Ley 648 de 2001. 
proyecto de ley siga su curso legal y reglamentario y 
de esta manera dar cumplimiento con lo establecido en 
el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992. Lo anterior, según 
consta en el Acta de Sesión Plenaria número 056 de 
abril 22 de 2015 y 055 de abril 21 de 2015 con anuncio 
en Sesión de los días 21 de abril de 2015 Acta número 
055 y 15 de abril de 2015 correspondiente al Acta nú-
mero 054. 
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TEXTO DEFINITIVO PARA SEGUNDO 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

177 DE 2014 CÁMARA

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 2° de la Ley 
1496 de 2011 de la siguiente forma: 

El artículo 10 del Código Sustantivo del Trabajo 
quedará así: 

Artículo 10. Igualdad de los trabajadores y trabaja-
doras. Todos los trabajadores y trabajadoras son igua-
les ante la ley, tienen la misma protección y garantías 
y, en consecuencia, queda prohibido cualquier tipo de 
distinción por razones de género o sexo o cualquier otra 
razón salvo las excepciones que establezca la ley. 

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 3° de la Ley 
1496 de 2011 de la siguiente forma: 

DEFINICIONES. Discriminación directa en ma-
teria de retribución laboral por razón del género 
o sexo: -
cado, expreso o tácito, por razones de género o sexo, 
relacionado con la retribución económica percibida en 
desarrollo de una relación laboral, cualquiera que sea 
su denominación. 

Discriminación indirecta en materia de retribución 
laboral por razón del género o sexo: Toda situación de 

-
ro o sexo, expreso o tácito, en materia de retribución 
económica que se derive de norma, política, criterio o 
práctica laboral. 

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 4° de la Ley 
1496 de 2011 de la siguiente forma: 

Artículo 4°. Factores de valoración salarial. 

Cada empleador establecerá dentro de su Regla-
mento Interno de Trabajo factores de valoración sala-

complementos de su planta de trabajadores y trabaja-
doras para lo cual deberán observar los siguientes pará-
metros, entre otros 

a) La naturaleza de la actividad a realizar; 

b) Nivel Educativo; 

c) Experiencia laboral; 

d) Condiciones de trabajo. 

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 5° de la Ley 
1496 de 2011 de la siguiente forma: 

REGISTRO. -
larial o de remuneración, las empresas del sector priva-
do que tengan una planta de trabajadores y trabajadoras 
de más de 200 personas y todas las empresas del sector 
público, tendrán la obligación de llevar un registro de 

-

muneración, discriminando la clase o tipo y la forma 
contractual. Dicho Registro tendrá que estructurarse 
según los factores de valoración que se designen en el 
Reglamento Interno de Trabajo. 

Parágrafo. En el caso de las empresas del sector pri-

consultado a petición del Ministerio del Trabajo o por 
autoridad judicial. La empresa tendrá cinco (5) días há-
biles para la entrega de dicho Registro al Ministerio del 
Trabajo y el tiempo que lo requiera la autoridad judi-
cial. 

Artículo 5°. Modifíquese el artículo 6° de la Ley 
1496 de 2011 de la siguiente forma: 

INSPECCIÓN, VIGILANCIA Y CONTROL. El Mi-
nisterio del Trabajo ejercerá inspección, vigilancia y 
control para garantizar el cumplimiento de lo estable-
cido en la presente ley, en especial lo previsto en los 
artículos 5° y 7°, imponiendo las sanciones correspon-
dientes, en los términos de la Ley 1610 de 2013, las 
cuales se destinarán al Servicio Nacional de Aprendi-
zaje (Sena). 

Artículo 6°. Vigencia. Esta ley rige a partir de la 
fecha de su promulgación y deroga toda norma que le 
sea contraria.

 
SECRETARÍA GENERAL

Bogotá, D. C., abril 23 de 2015 
En Sesión Plenaria del día 22 de abril de 2015, fue 

-

Cámara, . 

curso legal y reglamentario y de esta manera dar cum-
plimiento con lo establecido en el artículo 182 de la 
Ley 5ª de 1992. Lo anterior, según consta en el Acta de 
Sesión Plenaria número 056 de abril 22 de 2015 con 
anuncio en Sesión del día 21 de abril de 2015 Acta nú-
mero 055. 
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TEXTO DEFINITIVO PARA SEGUNDO 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

196 de 2014
por medio de la cual se le otorga la categoría de 

Distrito a Riohacha, capital del departamento de La 
Guajira.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Otorgamiento. Otórguesele a Rioha-
cha, La Guajira, la categoría de Distrito especial Turís-
tico y Cultural. 

Artículo 2°. Régimen aplicable. El Distrito Espe-
cial Turístico y Cultural de Riohacha se regirá por la 
Ley 1617 de 2013, “por la cual se expide el régimen 
para los distritos especiales” y demás normas concor-
dantes. 

Artículo 3°. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de la fecha de su promulgación.

 

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., abril 23 de 2015. 
En Sesión Plenaria del día 22 de abril de 2015, fue 

-

por medio de la cual se le otorga la categoría de dis-
trito a Riohacha, capital del departamento de La Gua-
jira
siga su curso legal y reglamentario y de esta manera dar 
cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 de 
la Ley 5ª de 1992. Lo anterior, según consta en el Acta 
de Sesión Plenaria número 056 de abril 22 de 2015 con 
anuncio en Sesión del día 21 de abril de 2015 Acta nú-
mero 055.
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